
MENSAJE DE S.E. EL PRESIDENTE
DE LA REPÚBLICA CON EL QUE
INICIA UN PROYECTO DE ACUERDO
QUE  APRUEBA  EL  CONVENIO  DE
ESTOCOLMO SOBRE CONTAMINANTES
ORGÁNICOS PERSISTENTES Y SUS
ANEXOS,  SUSCRITOS  EN
ESTOCOLMO, EL 22 DE MAYO DE
2001.
_____________________________

SANTIAGO, julio 10 de 2003.-

M E N S A J E  Nº 113-349/

0

1Honorable Cámara de Diputados:

2Tengo  el  honor  de  someter  a  vuestra
consideración  el  Convenio  de  Estocolmo
sobre Contaminantes Orgánicos Persistentes
y sus Anexos A, B, C, D, E Y F, suscritos
en Estocolmo, el 22 de mayo de 2001.

A S.E. EL 

PRESIDENTE

DE LA H. 

CAMARA DE

DIPUTADOS.



A. ANTECEDENTES.

3El presente Convenio, adoptado en el marco de las Naciones
Unidas, responde a la necesidad de adoptar medidas de alcance
mundial  en  relación  con  los  contaminantes  orgánicos
persistentes,  los  que,  al  poseer  propiedades  tóxicas,  ser
resistentes  a  la  degradación,  bioacumularse  y  ser
transportados por el aire, el agua y las especies migratorias
a través de las fronteras internacionales, depositándose lejos
del  lugar  de  su  liberación  y  acumulándose  en  ecosistemas
terrestres y acuáticos, producen graves efectos sobre la salud
de las personas, especialmente las mujeres y, a través de
ellas, en las futuras generaciones. 

4En  este  sentido,  los  ecosistemas  y  comunidades  indígenas
árticos  están  especialmente  amenazados  debido  a  la
biomagnificación de los contaminantes orgánicos persistentes,
siendo la contaminación de sus alimentos un problema de salud
pública.

B. INSTRUMENTOS INTERNACIONALES RELACIONADOS
CON EL CONVENIO.

De  conformidad  a  lo  señalado  en  el
Preámbulo, informan el presente Convenio los
siguientes instrumentos internacionales:

1. La Decisión 19/13, de 7 de febrero
de  1997,  del  Consejo  de  Administración  del
Programa de las Naciones Unidas para el Medio
Ambiente,  de  iniciar  actividades
internacionales para proteger la salud humana y
el medio ambiente con medidas para reducir y/o
eliminar  las  emisiones  y  descargas  de
contaminantes orgánicos persistentes;

2. El  Convenio  de  Rotterdam  para  la
Aplicación del Procedimiento de Consentimiento
Fundamentado  Previo  a  ciertos  Plaguicidas  y
Productos  Químicos  Peligrosos  objeto  de
Comercio Internacional (PIC), en actual trámite
legislativo;

3. El  Convenio  de  Basilea  sobre  el
Control de los Movimientos Transfronterizos de
los Desechos Peligrosos y su Eliminación, en
actual tramitación legislativa, incluidos los
acuerdos regionales elaborados en el marco de
su artículo 11; y

4. Las disposiciones pertinentes de la
Declaración de Río sobre el Medio Ambiente y el
Programa 21.
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C. PRINCIPIOS, IDEAS Y POLÍTICAS AMBIENTALES
EN QUE SE FUNDA EL CONVENIO.

Enseguida,  el  Preámbulo  detalla  los
principios, ideas y políticas ambientales que
sirven  de  fundamento  al  Convenio  de
Estocolmo:

1. La  idea  de  precaución,  como
fundamento de las preocupaciones de todas las
Partes, e incorporada de manera sustancial en
el texto del Convenio;

2. El derecho soberano que tienen los
Estados, de acuerdo a la Carta de las Naciones
Unidas  y  los  principios  del  Derecho
Internacional, de explotar sus propios recursos
con arreglo a sus políticas propias en materia
de medio ambiente y desarrollo, así como la
responsabilidad  de  velar  por  que  las
actividades  que  se  realicen  bajo  su
jurisdicción o control no causen daños al medio
ambiente de otros Estados o de zonas situadas
más  allá  de  los  límites  de  la  jurisdicción
nacional;

3. Las  respectivas  capacidades  de  los
países desarrollados y en desarrollo, así como
las  responsabilidades  comunes  pero
diferenciadas de los Estados de acuerdo con lo
reconocido en el Principio 7 de la Declaración
de Río sobre el Medio Ambiente y el Desarrollo;

4. La  importante  contribución  que  el
sector  privado  y  las  organizaciones  no
gubernamentales  pueden  hacer  para  lograr  la
reducción y/o eliminación de las emisiones y
descargas  de  contaminantes  orgánicos
persistentes, así como la importancia de que
los fabricantes de dichos productos asuman la
responsabilidad de reducir sus efectos adversos
y de suministrar información a los usuarios, a
los  gobiernos  y  al  público  sobre  las
propiedades  peligrosas  de  dichos  productos
químicos;

5. La reafirmación del Principio 16 de
la Declaración de Río sobre el Medio Ambiente y
el Desarrollo, según el cual las autoridades
nacionales  deberían  procurar  fomentar  la
internalización de los costos ambientales y el
uso  de  instrumentos  económicos,  teniendo  en
cuenta  el  criterio  de  que  el  que  contamina
debe, en principio, cargar con los costos de
contaminación,  tomando  debidamente  en

10



consideración  el  interés  público  y  sin
distorsionar  el  comercio  ni  las  inversiones
internacionales.

D. CONTENIDO DEL CONVENIO.

Objetivo.

El objetivo del Convenio, indicado en el
Artículo 1, es proteger la salud humana y el
medio  ambiente  frente  a  los  contaminantes
orgánicos persistentes, fundándose en la idea
de precaución consagrada en el Principio 15 de
la Declaración de Río sobre el Medio Ambiente y
el Desarrollo, que al respecto expresa que los
Estados deberán aplicar ampliamente el criterio
de precaución conforme a sus capacidades, y que
cuando  halla  peligro  de  daño  grave  o
irreversible, la falta de certeza científica
absoluta no deberá utilizarse como razón para
postergar la adopción de medidas eficaces en
función  de  los  costos  para  impedir  la
degradación del medio ambiente.

Definiciones.

En  el  Artículo  2  se  definen,  para  los
efectos  de  este  Convenio,  los  conceptos  de
Parte,  organización  de  integración  económica
regional y Partes presentes y votantes.

Medidas  para  reducir  o  eliminar  las
liberaciones derivadas de la producción y
utilización intencionales.

El Artículo 3 faculta a las Partes para
adoptar las medidas jurídicas, administrativas
o  instrumentos  de  regulación  que  estime
conveniente  para  reducir  o  eliminar  las
liberaciones  derivadas  de  la  producción  y
utilización  intencionales  de  los  productos
químicos  señalados  en los Anexos  A  y  B  del
Convenio,  o  que  puedan  ser  incluidos  en  el
futuro.

Registro de exenciones específicas.

El Artículo 4, a su turno, contempla una
excepción  a  lo  prescrito  en  el  artículo
precedente, por cuanto establece un registro en
el que se deberá individualizar a las Partes
que gocen de exenciones específicas incluidas
en  los  Anexos  A  y  B  del  Convenio,  lo  cual
significará que las obligaciones señaladas en
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el Artículo 3, relativas a las normas o medidas
que  regulan  la  producción  intencional  de
contaminantes  orgánicos  persistentes,  no  se
aplicarán  a  aquellos  productos  químicos  que
serán utilizados en fines diferentes, como por
ejemplo  en  investigaciones  de  laboratorio  o
como patrón de referencia.

Medidas  para  reducir  o  eliminar  las
liberaciones derivadas de la producción
intencional.

Enseguida, en el Artículo 5 se señalan las
medidas que, como mínimo, deberán adoptar las
Partes para reducir las liberaciones totales
derivadas  de  fuentes  antropógenas  de  los
productos químicos incluidos en el Anexo C, con
el objeto de seguir reduciéndolos al mínimo y,
en los casos en que sea viable, eliminarlos
definitivamente.

Medidas  para  reducir  o  eliminar  las
liberaciones derivadas de existencias y
desechos.

El  Artículo  6  consulta  un  conjunto  de
medidas  tendientes  a  reducir  o  eliminar  las
liberaciones  derivadas  de  existencias  y
desechos.

Al  respecto,  señala  que  cada  Parte
elaborará  estrategias  apropiadas  para
determinar  la  existencia  que  consistan  en
productos químicos incluidos en los Anexos A o
B, o que contengan esos productos químicos, y
los productos y artículos en uso, así como los
desechos, que consistan en un producto químico
incluido en los Anexos A, B o C, que contengan
dicho producto químico o estén contaminados con
él.

Una vez hechas estas determinaciones, las
Partes gestionarán las existencias de manera
segura, eficiente y ambientalmente racional, y
en cuanto a los desechos, cuando se conviertan
en tales, adoptarán las medidas para que éstos
se gestionen, recojan, transporten y almacenen
de manera racional.

En  todas  estas  determinaciones  y
estrategias,  la  Conferencia  de  las  Partes
cooperará  estrechamente  con  los  órganos
pertinentes del Convenio de Basilea sobre el
Control de los Movimientos Transfronterizos de
los Derechos Peligrosos y su Eliminación.
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Medidas  tendientes  al  cumplimiento  del
Convenio.

En  los  Artículos  7,  8,  9,  10  y  11  se
recogen  diversas  formas  o  medidas  que  las
Partes pueden o deben adoptar para darle eficaz
cumplimiento  al  Convenio,  a  saber:  elaborar
planes de aplicación para el cumplimiento de
las  obligaciones  del  Convenio;  incluir
determinados productos en los Anexos A, B o C;
intercambiar información sobre la reducción o
eliminación  de  la  producción,  utilización  y
liberación  de  contaminantes  orgánicos
persistentes  y  las  alternativas  a  dichos
contaminantes, incluyendo información respecto
a  sus  peligros  y  sus  costos  económicos  y
sociales; informar ampliamente al público sobre
estos contaminantes; y realizar actividades de
investigación,  desarrollo,  vigilancia  y
cooperación adecuadas respecto de esta clase de
contaminantes.

Asistencia técnica.

Por su parte, el Artículo 12 contempla el
compromiso  de  prestar  asistencia  técnica
adecuada  a  las  Partes  que  son  países  en
desarrollo  o  economías  en  transición,  a
solicitud de éstas. 

Para tal efecto, las Partes concertarán
arreglos  en  los  que  se  incluirán  centros
regionales  o  subregionales  destinados  a  la
creación  de  capacidad  y  transferencia  de
tecnologías  a  las  Partes  anteriormente
mencionadas.

Mecanismos, recursos y arreglos financieros.

En  los  Artículos  13  y  14  se  consultan
normas  relativas  al  financiamiento  de  las
medidas  y  actividades  destinadas  a  dar
cumplimiento al Convenio.

El primero de dichos preceptos contempla
el compromiso de las Partes de prestar apoyo
financiero  y  de  ofrecer  incentivos  a  las
actividades nacionales destinadas a cumplir los
postulados del Convenio. 

Enseguida,  las  Partes  que  son  países
desarrollados,  se  comprometen  a  procurar
recursos  financieros  a  las  Partes  que  son
países  en  desarrollo  o  con  economías  en
transición,  para  que  puedan  solventar  los
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costos que demanden las medidas de aplicación
destinadas  a  dar  cumplimiento  al  Convenio,
acordadas  entre  una  Parte  receptora  y  una
entidad participante en el mecanismo especial
establecido  en  la  disposición.  Este  último,
definido como "un mecanismo para el suministro
de  recursos  financieros  suficientes  y
sostenibles" a los países Partes mencionados,
actuará bajo la autoridad y orientación de la
Conferencia de las Partes y su funcionamiento
se  encomendará  a  una  o  varias  entidades,
incluidas  las  entidades  internacionales
existentes. 

Las  contribuciones  al  mecanismo  serán
complementarias de otras transferencias que se
hagan a las Partes que son países en desarrollo
o con economías en transición, y la Conferencia
de las Partes tiene la obligación de examinar
la eficacia del mecanismo en todas las materias
de su competencia, con el objeto de evaluar su
aplicación  y  adoptar  las  recomendaciones  y
orientaciones  que  estime  conveniente  para
garantizar  un  financiamiento  eficiente  y
sostenible  que  permita  satisfacer  las
necesidades de las Partes.

A continuación, el Artículo 14 complementa
las  normas  anteriores  en  cuanto  designa  la
entidad que, provisionalmente, estará encargada
de las operaciones del mecanismo financiero en
el  período  comprendido  entre  la  fecha  de
entrada en vigor internacional del Convenio y
la primera reunión de la Conferencia de las
Partes, o hasta el momento en que ésta adopte
una  decisión  acerca  de  la  estructura
institucional  que  ha  de  ser  designada  para
desempeñar  las  operaciones  del  mecanismo
especial.

Presentación  de  informes,  evaluación  de  la
eficacia e incumplimiento del Convenio.

Los Artículos 15, 16 y 17 contienen normas
relativas a los informes que cada Parte debe
presentar periódicamente a la Conferencia de
las  Partes;  a  la  evaluación  que  ésta  debe
realizar sobre la eficacia de la aplicación del
Convenio; y a los procedimientos y mecanismos
institucionales  que  dicha  instancia  deberá
elaborar para determinar el incumplimiento de
las disposiciones del tratado y el tratamiento
que haya de darse a las Partes incumplidoras.
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Solución de controversias.

 El Artículo 18 establece un sistema de
solución  de  las  controversias  que  puedan
suscitarse  respecto  de  la  aplicación  o
interpretación del Convenio.

Al efecto, recoge primeramente la regla
general  aplicable  a  todas  las  Partes  en  el
Convenio, cual es que las controversias deben
resolverse mediante negociación u otros medios
pacíficos de su propia elección.

Luego,  contempla  una  norma  especial
aplicable solamente a las Partes que no sean
una  organización  de  integración  económica
regional,  consistente  en  que  éstas  puedan
someter sus controversias a arbitraje o a la
Corte Internacional de Justicia.

Enseguida, otorga a las Partes que sean
una  organización  de  integración  económica
regional  el  derecho  de  someter  sus
controversias a arbitraje.

Finalmente,  prescribe  que  las  Partes
deberán someter a una comisión conciliadora sus
controversias cuando por cualquier causa no han
podido  solucionarlas,  y  si  no  han  podido
dirimirlas  en  un  plazo  de  12  meses  contado
desde la notificación de una Parte a otra de
que  existe  una  controversia  entre  ellas.
Corresponderá a la Conferencia de las Partes
establecer los procedimientos que regularán el
funcionamiento de la Comisión.

Institucionalidad.

En los Artículos 19 y 20 se contienen las
normas  relativas  al  funcionamiento  de  la
Conferencia de las Partes y de la Secretaría,
respectivamente.

Así,  se  señala  que  las  funciones  más
importantes  de  la  Conferencia  de  las  Partes
dicen  relación  con  examinar  y  evaluar
constantemente la aplicación del Convenio, a
objeto  de  adoptar  las  decisiones  que  estime
pertinente para darle cumplimiento, así como
con establecer en su primera reunión un órgano
subsidiario que se denominará Comité de Examen
de  los  Contaminantes  Orgánicos  Persistentes,
cuyos  miembros  serán  designados  por  la
Conferencia sobre la base de una distribución
geográfica equitativa.
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En cuanto a la Secretaría, se dispone que
sus  funciones  serán  desempeñadas  por  el
Director  Ejecutivo  del  Programa  de  Naciones
Unidas para el Medio Ambiente, salvo que la
conferencia de las Partes decida encomendarlas
a otra u otras organizaciones internacionales.

Enmiendas.

Los  Artículos  21  y  22  establecen  los
procedimientos  que  regulan  las  proposiciones
que  formulen  las  Partes  para  introducir
enmiendas al Convenio o a sus Anexos.

Para este efecto, se consagra como regla
común aplicable a ambos casos el que las Partes
traten  de  llegar  a  un  acuerdo  por  consenso
sobre cualquier propuesta y que, como último
recurso, ésta se apruebe por mayoría de tres
cuartos de las Partes presentes y votantes.

Derecho a voto.

El  Artículo  23,  relativo  al  derecho  de
voto, fija como norma general que cada Parte
tendrá  un  voto,  salvo  que  se  trate  de  una
organización de integración económica regional,
en  cuyo  caso  le  corresponderá  un  número  de
votos igual al número de sus Estados miembros
que sean Partes en el Convenio.

Firma, ratificación, aceptación, aprobación y
adhesión del Convenio.

En los Artículos 24 y 25 se estatuyen las
reglas aplicables a la firma del Convenio, así
como a la ratificación, aceptación, aprobación
y adhesión del mismo.

Entrada en vigor.

El  Artículo  26  contempla  dos  normas
relativas a la entrada en vigor internacional
del Convenio.

La primera, de carácter general, dispone
que este entrará en vigor el nonagésimo día
contado a partir de la fecha en que se haya
depositado  el  quincuagésimo  instrumento  de
ratificación,  aceptación,  aprobación  o
adhesión.

La segunda disposición tiene por objeto
determinar la fecha de entrada en vigor del
Convenio respecto de cada Estado u organización
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de integración económica regional que depositen
su  instrumento  de  ratificación,  aceptación,
aprobación  o  adhesión  después  de  que  el
Convenio haya entrado en vigor internacional, y
al  respecto,  dispone  que  dicho  efecto  se
producirá el nonagésimo día contado a partir de
la  fecha  en  que  aquellos  hayan  depositado
cualquiera de los mencionados instrumentos.

Disposiciones finales.

Por último, el Artículo 27 previene que no
se  podrán  formular  reservas  al  Convenio;  el
Artículo 28 contempla las normas y plazos que
deberán  cumplirse  para  que  una  Parte  pueda
retirarse  del  Convenio;  y  el  Artículo  29
consigna  como  depositario  del  Convenio  al
Secretario General de las Naciones Unidas.

En mérito de lo precedentemente expuesto,
someto a vuestra consideración el siguiente 

P R O Y E C T O  D E  A C U E R D O :

"ARTÍCULO ÚNICO.- Apruébanse  el  "Convenio  de  Estocolmo  sobre
Contaminantes Orgánicos Persistentes" y sus Anexos A, B, C, D, E y
F, suscritos en Estocolmo, el 22 de mayo de 2001.".

Dios guarde a V.E.,

RICARDO LAGOS ESCOBAR
Presidente de la República

MARÍA SOLEDAD ALVEAR VALENZUELA
Ministra de Relaciones Exteriores 
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FRANCISCO HUENCHUMILLA JARAMILLO
Ministro 

Secretario General de la Presidencia 

JAIME CAMPOS QUIROGA 
Ministro de Agricultura
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